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				Introducción

				«La enseñanza sólo tiene lugar cuando hay aprendizaje». Esta frase de Ken Bain, director del Center for Teaching Excellence de la Universidad de Nueva York (Lo que hacen los mejores profesores universitarios, traducción de Óscar Barberá, Universidad de Valencia, 2007, p. 193), sintetiza a la perfección el espíritu del denominado Plan Bolonia europeo, que obliga a transformar los estudios universitarios tradicionales en procesos de enseñanza-aprendizaje en los que la transmisión de conocimientos del profesor ceda a favor del autoaprendizaje del estudiante.

				La adaptación al Espacio Europeo de Educación Superior ha dado lugar así a un importante desafío que exige realizar cambios sustanciales en la planificación de este proceso enseñanza-aprendizaje tanto desde el punto de vista de la metodología docente como de los sistemas de evaluación. Y, por lo que se refiere a lo primero, los cambios metodológicos pasan por una cuestión fundamental, la relativa al tipo de materiales docentes que se suministran al alumno, que debe tener en cuenta dos nuevos determinantes: la reducción temporal que han experimentado las clases expositivas y la necesaria realización de actividades interactivas que faciliten la adquisición de competencias, habilidades o destrezas personales y profesionales que pide el Plan Bolonia.

				Pues bien, este Manual constituye uno de los principales resultados del Proyecto de Innovación Docente de la Universidad de Valladolid relativo a «La elaboración de materiales docentes en el marco del EEES», cuya coordinación asumí en el curso académico 2010-2011 con la finalidad de intentar hacer efectivos los objetivos descritos en algunos ámbitos concretos de las Ciencias Jurídicas y Sociales. Uno de ellos, el de la Sociología y el Derecho Civil en cuanto disciplinas que se complementan en muchas asignaturas de los nuevos planes de estudios en aras de la interdisciplinariedad que también caracteriza al Plan Bolonia, interdisciplinariedad que conlleva la realización de una tarea de colaboración importante entre profesores pertenecientes a áreas de conocimiento distintas con la finalidad de dar una respuesta coordinada y coherente a dichos planes de estudios.

				Con ello, los destinatarios potenciales de la obra alcanzan a un sector muy amplio de profesores y alumnos de nuestras universidades, pues tanto la parte sociológica como la jurídica atañen a un ámbito de conocimiento que no sólo sigue formando parte de los estudios generalistas de una y otra rama [«Teoría y modelos de desarrollo comunitario», «Derecho Civil I (Parte general y Derecho de la Persona)», «Introducción al Derecho Civil»] sino que, además, ha sido objeto de nueva consideración a través de asignaturas diversas relacionadas específicamente con la Sociología de los servicios sociales y el Tercer Sector, por un lado, y el Derecho de las personas jurídicas de carácter no lucrativo, por otro.

				Por lo que se refiere al contenido, el Manual se divide en dos bloques (I. Fundamentos sociológicos. II. Fundamentos Jurídicos) en los que cada unidad temática se divide en tres apartados fundamentales: objetivos de conocimiento y adquisición de competencias específicas, parte teórica y parte práctica. Este enfoque pretende reflejar todas las vertientes del Plan Bolonia, pues la adquisición de las competencias personales y profesionales que exige no se puede producir únicamente a través de la realización de actividades prácticas, sino que debe ir indisolublemente unida a la adquisición de una base de conocimientos sólida propia de la Universidad. Así, por ejemplo, la necesidad de que un estudiante universitario se exprese correctamente y con una utilización adecuada del tecnicismo propio de la materia que estudia sólo puede alcanzarse tras una previa adquisición de conocimientos al nivel que demanda la educación superior.

				Por otro lado, la limitación de las clases presenciales dedicadas a la exposición de contenidos teóricos conlleva la posibilidad de que el profesor se plantee suministrar unos materiales de referencia que sirvan de apoyo para dicho tipo de clases expositivas, de forma que, contando los estudiantes con este tipo de materiales, el profesor pueda impartirlas de una forma mucho más dinámica con respecto a lo que ha sido la concepción de la clase magistral tradicional: explicando los conceptos más difíciles, resolviendo dudas, planteando preguntas clave… En definitiva, pensamos que de esta forma se puede hacer realidad una nueva visión de la clase de teoría que supere su visión como simple vehículo de transmisión de conocimientos y la convierta también en un instrumento de aprendizaje interactivo y motivador para el alumno.

				Bajo estos parámetros, se ha intentado realizar una exposición de contenidos de cada unidad temática de forma clara y sencilla, con un lenguaje accesible, diferenciando ideas principales y complementarias…, pero evitando al tiempo reducir dichos contenidos en exceso, pues esta pérdida de protagonismo que entraña el Plan Bolonia para las exposiciones teóricas no debe llegar al punto de que se desvirtúe el nivel académico propio de la Universidad.

				Por su parte, el contenido práctico incluye una serie de propuestas cuya realización conlleva formas de aprendizaje que contribuyen a la asimilación de la materia y a la adquisición de las aludidas competencias personales y profesionales: lecturas para la reflexión, elaboración de glosarios y cuestionarios de autoevaluación. La introducción de las primeras responde al objetivo de fomentar el pensamiento crítico del estudiante o, simplemente, de favorecerle un contacto distinto con la materia que estudia a través de los textos seleccionados. Por lo que se refiere al glosario de conceptos, su consideración como actividad persigue facilitar uno de los principales objetivos del Plan Bolonia: que el alumno aprenda a «construir» el conocimiento por sí mismo, que aprenda a aprender.

				La parte jurídica incluye además dos apartados prácticos específicos: uno de supuestos y otro de jurisprudencia. En este último se pide que se deduzcan de los extractos de sentencias citados conceptos pertenecientes a la unidad temática, lo cual, aparte de permitir que el estudiante se familiarice con las resoluciones de los tribunales, contribuye a hacer efectivo el aludido objetivo de que sea él mismo el que, a partir de materiales diversos, participe activamente en la elaboración del conocimiento que adquiere.

				Con todo ello se pone a disposición del destinatario de este manual un abanico de herramientas para la realización de la evaluación continua que a su vez cabe llevar a cabo, a elección del profesor, de forma individual o como resultado de un aprendizaje cooperativo entre los alumnos a través de la puesta en común de las conclusiones, comentarios o resoluciones obtenidas previamente bien de forma individual o bien en grupos reducidos en los que se realice un trabajo anterior a dicha puesta en común en el gran grupo.

				¿En qué medida nos encontramos ante estrategias de enseñanza realmente innovadoras? Ésta es la pregunta que casi todos nos hemos formulado en algún momento, pero al respecto no se puede negar que el Plan Bolonia presenta como mérito el hecho de que nos obliga a estar atentos a la planificación de este proceso enseñanza-aprendizaje que conduzca a la adquisición de las competencias que nos corresponde fomentar; y ahí seguramente es donde resida su carácter innovador.

				MARTA PÉREZ ESCOLAR

				Profesora Titular de Derecho Civil

				Coordinadora del Proyecto de Innovación Docente

				de la Universidad de Valladolid-2011: «La elaboración

				de materiales docentes en el marco del EEES»
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				Tema 1

				Economía social: concepto, funciones y entidades

				1. Objetivos de conocimiento y adquisición de competencias específicas

				1.1. Objetivos de conocimiento

				—Comprender el significado y realidad social de la economía social. 

				—Conocer las funciones de la economía social.

				—Saber la importancia de la economía social en el contexto mundial.

				1.2. Adquisición de competencias específicas

				—Desarrollar capacidades básicas en materia económico-social.

				—Desarrollar el pensamiento crítico en el ámbito social.

				—Aprender habilidades de síntesis, gestión y planificación.

				—Desarrollar formas de aprendizaje cooperativo.

				—Compromiso ético.

				Se debería, pues, como primer problema de Economía Política, estudiar el modo de transformar en propietarios, cointeresados o asociados a todos los jornaleros.

				CHARLES FOURIER

				2. Contenido teórico

				2.1. Concepto

				2.1.1. El concepto de economía social 

				El término de economía social en las últimas décadas ha sido objeto de un complejo e interesante debate en el mundo científico y laboral por encontrar un elemento de conexión y de clarificación consensuado que ayude a entender y comprender el sentido de lo que se entiende por economía social. Dicho concepto presenta grandes divergencias en cuanto a su contenido, ya sea desde su dimensión doctrinal como de su dimensión sociológica, sin entrar en el contenido jurídico institucional. 

				La trascendencia adquirida por la economía social desde que fuera enunciada allá por el siglo XIX ha venido enriqueciendo el debate sobre los enfoques, las funciones, la aplicación, etc., y es aquí donde anida uno de los problemas de la economía social, su definición, pero también, esto lleva a un beneficio del concepto y de su dimensión teórico social. Desde algunas perspectivas metodológicas, definen la economía social como una socialización (no en el sentido técnico político del término) del mundo económico en general (Divar, 1990, p. 63), y esto plantea desmarcarse de la tendencia dominante de la economía, al defender la eliminación de la tradicional y arraigada dicotomía entre el homo oeconomicus y el homo sociologicus. Por otro lado, si seguimos a Monzón (1992), la economía social es un instrumento económico puesto al servicio del ser humano y de la sociedad, intentando armonizar las dimensiones social e individual, a modo de hacer frente a la desigual distribución de los recursos económico-sociales para solventar las problemáticas generadas por el modelo económico vigente de la pobreza, desempleo, calidad de vida, etc. 

				También ha habido algunas dificultades al tratar de distinguir entre economía social y otros conceptos relacionados con actividades implicadas con la intervención social, especialmente terminología referentes al tercer sector, sin ánimo de lucro o economía solidaria. La elección, con frecuencia, se fundamenta en criterios subjetivos o al menos desde un enfoque práctico, y con escaso rigor científico. No obstante, con cierta facilidad se tiende a que las nociones de economía social, se identifiquen con economía del tercer sector, economía del non profit o sector voluntario, y se utilicen de manera indistinta y confusa, incluso por muchos autores. Desde el propio ejercicio parece tan fácil distinguir tales realidades y resulta más factible no hacer dicha elección, que emprender un uso indiscriminado del término, puesto que en la mayoría de los casos se dedican a actividades diferentes. La vigente economía social va más allá de los problemas que están inmersos en el concepto, es decir, la realidad social y económica en donde se inserta parte de la economía social, basándose en evidencias de las distancias existentes en el mercado o en el Estado, incluso sin la necesidad de negar ninguna de estas realidades. Estas trifulcas sitúan a la clarificación terminológica en un asunto puramente conceptual, mientras que las restricciones existentes, no pueden quedarse en meras disquisiciones conceptuales por el amplio número de ambigüedades, cuando existe una clara división entre estas dos realidades.

				La Comisión Científica del CIRIEC-España, propuso en 1989 la siguiente definición de Economía Social:

				Conjunto de empresas privadas que actúan en el mercado con la finalidad de producir bienes y servicios, asegurar o financiar y en las que la distribución del beneficio y la toma de decisiones no están ligadas directamente con el capital aportado por cada socio, correspondiendo un voto a cada uno de ellos.

				El profesor Barea (1990, p. 110), acomete una ampliación de la definición propuesta por el CIRIEC-España, entendiendo por Economía Social:

				El conjunto de empresas privadas que actúan en el mercado con la finalidad de producir bienes y servicios, asegurar o financiar y en las que la distribución del beneficio y la toma de decisiones no están ligadas directamente con el capital aportado por cada socio. El peso en la toma de decisiones es igual para todos los socios y no depende del capital aportado por cada uno de ellos. La Economía Social también incluye a aquellos agentes económicos cuya función principal es producir servicios no destinados a la venta para determinados. 

				Esta ha sido la definición más utilizada en España para definir la Economía social. Pero entrando en los entresijos de la misma, Barea y Monzón (2002) manifiestan que se debe diferenciar entre dos subsectores de la economía social, el subsector de mercado o empresarial, constituido por empresas con gestión democrática (una persona, un voto) y con distribución de beneficios no vinculada al capital aportado por cada socio: cooperativas no financieras, sociedades laborales y entidades de crédito y de seguros entre otras, y el subsector de no mercado, conformado por las instituciones sin fines de lucro al servicio de los hogares: las asociaciones, mutuas y fundaciones. 

				En esto también se debe diferenciar entre dos corrientes o posiciones atendiendo al significado dado a la Economía social por diferentes países. Por un lado está el enfoque basado en actividades económicas centradas en la cooperación, y cuya organización depende de lo propios trabajadores, fundamentada en principios democráticos y donde la actividad mercantil es más humana y social. Esto no implica renunciar a la obtención de beneficios económicos. En este grupo se sitúan España, Francia, Bélgica e Italia. Siguiendo a Defourny (1992), las entidades de la Economía Social tienen como principios básicos la finalidad de servicio a los miembros o a la colectividad, más que la obtención de beneficios, la autonomía de gestión y adopción democrática de decisiones, y la primacía de las personas y del trabajo sobre el capital. Una segunda perspectiva, etiquetada como el enfoque anglosajón, organizaciones non profit, sin ánimo de lucro. En esta corriente aparecen dos interpretaciones diferentes, la británica y americana donde el criterio dominante es el de no lucrativo, pero como apunta Toscano (2002, p. 19) «no debe ser entendido como un condicionante que imposibilita a las entidades la obtención de beneficios, sino que, en caso de su existencia, se impone como condición que éste no sea repartido entre sus miembros, debiendo tener por destino aquellas partidas que hagan posible una mejor consecución de los objetivos para los que fue creada la sociedad». El Centro de Estudios de la Sociedad Civil del Instituto Johns Hopkins de Estudios Políticos manifiesta que para adquirir tal condición, dichas organizaciones deben reunir los siguientes principios:

				1)Estructura formal, es decir, un cierto grado de institucionalización, lo que las diferencia de las Economías Domésticas y Redes sociales informales.

				2)Carácter privado, es decir, institucionalmente separadas del Sector Público, de modo que no deben estar gobernadas ni estar inmersas en la estructura pública aunque pueden ser objeto de financiación pública en elevado grado.

				3)Sujetas al principio de no distribución de beneficios, entendido en el sentido de que los beneficios o plusvalías no deben ser apropiados por los propietarios o directivos de la entidad sino ser destinados a la misión u objeto social de la misma.

				4)Autogobernadas, en tanto que presentan sus propios mecanismos internos de gobierno, y autónomas, en tanto que no son controladas por otras entidades externas.

				5)Voluntarias, entendido en el sentido de movilizar recursos voluntarios ya sea para el desarrollo de su actividad o en la dirección y administración de la entidad.

				2.1.2. Evolución histórica

				Probablemente el primero en utilizar el concepto de economía social fue el francés Dunoyer hacia 1830, cuando publica en París un Nuevo tratado de economía social y en esa misma época imparte un Curso de economía social en Lovaina. De hecho, como explica Gueslin (1987, p. 3) «desde entonces y hasta finales de siglo, la economía social no pretende ser, ni más ni menos, que otra forma de hacer política económica». Es un periodo donde la sociedad se encuentra en una situación compleja motivada por los problemas de la revolución industrial, y la economía ha perdido la dimensión social. El término surge en parte para designar una tipología de organizaciones, las cooperativas y mutuas, también para cuestionar la economía de los economistas, y hacer frente a esa economía que tanto daño está haciendo a la sociedad. Los diferentes programas de economía social van encaminados a cuestionar las visiones de la economía ortodoxa y enuncian modelos económicos fundamentados sobre problemas sociales y los medios de resolverlos. En definitiva, se estaban planteando modelos teóricos alternativos a la economía de mercado. 

				A lo largo del siglo XIX en Francia se pueden identificar cuatro escuelas o corrientes. Una escuela socialista, una escuela social-cristiana reformista, una escuela liberal y una escuela solidaria. 

				Obviamente, la tradición socialista comienza con los socialistas utópicos Owen o Fourier entre otros, pero serán el filósofo Pecqueur y el político francés Francois Vidal quienes emprenden desarrollos teóricos propios de la economía social, tanto uno como otro, exaltan la asociación ligada a una intervención del Estado. Vidal publicará en 1846 The Distributive Justice of Social Economy, y Pecqueur en 1842 Théorie nouvelle d’économie sociale et politique, las cuales tendrán gran relevancia en la revolución de 1848. Esta tradición continuará en Francia liderada por Benoít Malón y su Tratado de economía social (1883) y por Marcel Mauss defensor de una economía de socializaciones voluntarias. 

				El Cristianismo social también participa en el desarrollo de la economía social. Esta tradición se encuentra influenciada por la encíclica Rerum Novarum, la cual es muy sensible a las grandes desigualdades generadas por la revolución industrial. Esta encíclica hace especial hincapié en las dimensiones sociales y morales. Dicha perspectiva se desarrolla principalmente en la obra de Fréderic Le Play quien crea en 1856 una Sociedad de economía social y más tarde la revista de La Economía Social. Le Play aprueba el desarrollo de las cooperativas con un objetivo reformista pero no pretende una transformación radical de la sociedad. En este mismo enclave teórico se sitúa Raiffeisen impulsor del sistema cooperativo de ahorro y crédito, basado en los principios de autoayuda, autorresponsabilidad y autoadministración, en Alemania. Los cristianos sociales del siglo XIX requieren en sus aportaciones teóricas de figuras intermedias para hacer frente a dos de sus grandes enemigos, el aislamiento del individuo, elemento esencial del liberalismo, y evitar el control del individuo por el Estado, característica del jacobinismo. 

				En lo que se refiere a la escuela liberal, fue dirigida en primer lugar por Charles Dunoyer y más tarde por Passy. Situando la libertad económica por encima de todo y rechazando cualquier injerencia del Estado en la economía. Las tesis de estas corrientes están cimentadas en el principio del self-help. En esta misma escuela se incluye a León Walras por la importancia otorgada a las asociaciones populares, y al inglés John Stuart Mill por su defensa a favor de la superación del proletariado gracias a la asociación de trabajadores. 

				Tanto J. S. Mill como León Walras consideran que las cooperativas pueden desempeñar una relevante función en la resolución de los conflictos sociales, cumpliendo un gran papel económico que es «no suprimir el capital, sino hacer que el mundo sea menos capitalista y también un papel moral, no menos considerable, que consiste en introducir la democracia en el mecanismo de la producción» (Monzón, 1989).

				Por último, en la escuela solidaria encontramos a Auguste Ott que publicó un Tratado de Economía Social y sobre todo a Charles Gide con la Escuela de Nimes. Para Gide, el espíritu solidario debe conllevar a la abolición del capitalismo y del proletariado sin sacrificar ni la propiedad privada ni las libertades heredadas de la Revolución. Con esta perspectiva, la ayuda mutua y la educación económica a través de la cooperación deben transformar al hombre. La Escuela de Nimes promueve la cooperación llevando al consumo a ser el eje de la renovación social. En este sentido, coincide con los Socialistas Cristianos ingleses e implanta en Francia el modelo de Rochdale.

				El principal mérito de estas escuelas es demostrar el pluralismo político y cultural que caracteriza al desarrollo temprano de la economía social y que aún permanece.

				2.1.3. Periodos de desarrollo de la economía social

				En cuanto a la evolución económica, un número amplio de teóricos diferencian cinco periodos: 

				a)La génesis de la economía social que se inicia aproximadamente en 1790 y culmina con la revolución de 1848. Esta etapa está marcada por el triunfo de la Revolución Francesa donde se hace presente sus ideales de libertad, fraternidad e igualdad. Tras la revolución se da paso a la reconstrucción del nuevo modelo socio-político iniciándose los movimientos asociacionistas muy vinculados con el proletariado y las organizaciones de trabajadores. Las cooperativas comienzan dando sus primeros pasos con el objeto de impulsar el empleo y reducir las desigualdades sociales marcadas por la revolución industrial. La revolución industrial produjo un cambio social impensable: modificó los tradicionales modelos productivos, la sociedad, y provocó un crecimiento de ideales muy dispares, que enriquecieron el pensamiento de la época pero también dio lugar al año conocido como La primavera de los pueblos (1848). En el caso francés es el inicio de la Segunda República. Se predican algunas ideas como la defensa del gobierno de autogestión, cuyo eje central recaerá en el poder del proletario (sus ideales serían puestos más adelante en funcionamiento en la Comuna de París). El periodista e idealista francés, Louis Blanc, con sus escritos y aportaciones a las nuevas necesidades sociales y laborales promocionará las asociaciones proletarias y las cooperativas.

				b)La razón social y el movimiento obrero (1848-1900). Es el periodo del movimiento obrero y la razón social alcanza su cenit. En 1871 se da paso a la Comuna de París que durará dos meses, pero será el artífice del triunfo de otros ideales en el siglo XX. La problemática social que inunda Europa lleva al papado a implicarse en el asunto, y el Papa León XIII se vio obligado a intervenir fuera del marco teológico y entrar en el combate dialéctico temporal, enunciando la primera encíclica social, Rerum Novarum (15 de mayo de 1891), haciéndose eco de la situación de los obreros. En ella, el Papa propone un retorno a los tiempos antes de la revolución, expresando su apoyo al derecho laboral de formar uniones o sindicatos, pero también ratificando la defensa al derecho de la propiedad privada. La encíclica reflexionaba sobre cuestiones político-sociales, especialmente, las relaciones entre el gobierno, las empresas, los trabajadores y la Iglesia y planteando un modelo de organización socioeconómica: el corporativismo. Desde el punto de vista de las instituciones económico-sociales, será el desarrollo de los movimientos asociativos de trabajadores, pero también habrá otros hechos como escisiones entre asociaciones de trabajadores: la ruptura entre marxistas y bakunistas en 1872, y el reconocimiento en Francia del movimiento obrero en 1884.

				c)Es el tiempo de los regímenes totalitarios y el reto del liberalismo (1901-1945). Los primeros años del siglo XX estarán marcados por dos acontecimientos violentos: la Primera Guerra Mundial y la Revolución Rusa de 1917. En este contexto, los movimientos totalitarios surgidos en estos primeros años de siglo, tendrán en sus ideales, el desafío al liberalismo, y el Estado adquirirá una aposición relevante en la gestión de la sociedad. El fascismo italiano, el nazismo alemán o el estalinismo soviético serán algunos de estos movimientos que caracterizarán este inicio de siglo. Los nuevos contextos conllevarán una fragmentación de las cooperativas y las mutuas que nacieron como desarrollo de las asociaciones, mediante la estructuración de diferentes ramas del sector cooperativo ante las dificultades habidas de la continuidad del movimiento obrero y de las problemáticas de la guerra mundial y demás acontecimientos internos en Europa continental. Todo esto unido a la segmentación de las asociaciones en ámbitos diferentes dio paso a una falta de cohesión de las cooperativas, mutuas y asociaciones, debilitando la economía social que había estado presente en periodos anteriores (Defourny, 1992). Con la Gran Depresión en 1929 y el Nuevo Deal en los Estados Unidos sería el inicio de un cambio de mentalidad y de las preocupaciones sociales en los países anglosajones, pero que no tendrían repercusión en Europa continental hasta después de la Segunda Guerra Mundial. Serán Keynes con su teoría del pleno empleo y Beveridge con su aporte a la creación de planes sociales avanzados en beneficio de los trabajadores, quienes asientan las bases del estado Providencia que representará un empuje importante para la economía social.

				d)El estado del bienestar y los derechos sociales (1945-1975). Finalizada la Segunda Guerra Mundial, y tras las aportaciones habidas a la economía en la etapa anterior, los estados occidentales comienzan a desarrollar el modelo keynesiano del Estado de Bienestar con una mayor intervención estatal en la economía. El Gobierno intervendrá en todo momento en la economía del país y acometerá todas y cada una de las medidas económicas, incluso cuando fracase en sus políticas, emprenderá las medidas necesarias de corrección sin ninguna otra colectividad económica. Con esta realidad de fondo, todo lo referente a la economía social sufre una convulsión de gran envergadura, pero también ante esta situación, se lleva a cabo una reconsideración teórico-práctico de la cuestión, y se diseñan nuevos espacios de la economía social. La crisis del petróleo (1973) trae consigo la fractura del Estado de Bienestar, resucitando la economía social en la esfera socio-político económica con mayor fuerza. En Francia esta economía social se estructura entorno a los movimientos cooperativos y mutualista, bajo el auspicio de la existencia de intereses comunes y pertenecientes a la organización de las asociaciones. 

				e)La crisis del Estado del Bienestar y la dimensión de la economía social (1975). La contribución de estos movimientos a la economía produce el desarrollo y crecimiento de las cooperativas, las mutuas y la economía social, volviendo a desempeñar un lugar preferente en la vida socio-económica al igual que en sus orígenes. En este periodo, se produce un fuerte apoyo financiero a las organizaciones de la economía social por las dimensiones económicas que ha ido adquiriendo, la fuerte presencia en el mercado laboral y en la actividad económica lo hacen ser un sector a tomar en consideración. Estas organizaciones generan un importante incremento del empleo, abarcan actividades económico-laborales nuevas y en aquellas que el Estado no puede suministrar, lo que implica un considerable desarrollo de asociaciones y las cooperativas nacionales pero también de ámbito local de todo tipo. En 1975 ante la importancia adquirida por estas organizaciones nace la Coordinadora Nacional de Actividades mutualistas, cooperativas y asociativas (CNAMCA), haciéndose visible en Bruselas en 1978. En 1981, en reconocimiento de su poder político, económico y social, el gobierno de Francia crea una Delegación Interministerial de Economía Social (DIES). 

				En otros países europeos, como es el caso de España, la expresión Economía Social también se ha introducido en los textos legales. En el escenario europeo, la Comisión Europea publicó en 1989 una comunicación titulada Las empresas de la Economía Social y la construcción de un mercado único sin fronteras. En 1997 la cumbre europea extraordinaria de Luxemburgo reconoció el papel de las empresas de la Economía Social en el desarrollo local y la creación de empleo y promovió la acción piloto titulada Tercer Sistema y Empleo, tomando como campo de referencia el propio de la Economía Social. En el Parlamento Europeo también funciona desde 1990 el intergrupo parlamentario Economía Social. En 2006, el Parlamento Europeo invitó a la Comisión a reconocer el pilar de la Economía Social y a dedicar una comunicación a esta clave de bóveda del modelo social europeo (Chaves-Monzón, 2007, p. 18). 

				2.2. Características y funciones de la economía social

				2.2.1. Características de la economía social 

				Las entidades de economía social son entes legales, con una visión económica y una fundamentación sociológica, lo que permite que su combinación facilite la delimitación del ámbito de actuación e intervención, así como la estructura de estas organizaciones. La economía social y en sí misma sus organizaciones responden a unos principios que figuran en la Carta de Principios de la Economía Social (2002), promovida por la Conferencia Europea Permanente de Cooperativas, Mutualidades, Asociaciones y Fundaciones (CEP-CMAF) (Chaves-Monzón, 2007, p. 17). Dichos principios son:

				• Primacía de la persona y del objeto social sobre el capital.

				• Adhesión voluntaria y abierta.

				• Control democrático por sus miembros (excepto para las fundaciones, que no tienen socios).

				• Conjunción de los intereses de los miembros usuarios y del interés general.

				• Defensa y aplicación de los principios de solidaridad y responsabilidad.

				• Autonomía de gestión e independencia respecto de los poderes públicos.

				• Destino de la mayoría de los excedentes a la consecución de objetivos a favor del desarrollo sostenible, del interés de los servicios a los miembros y del interés general.

				Lo que se percibe en estos principios es una intersección de dos elementos básicos, uno económico, con el que se pretende tener presencia en la economía de un país, bien sea en el espacio público o privado, y otro social, con el que se busca una mejora del bienestar social y combatir la exclusión. El hecho, como indican sus antecedentes y su práctica cuyo horizonte es promover el bienestar social, el desarrollo local y la solidaridad, en consecuencia, su función social es estar al servicio de la comunidad humana y del desarrollo de la sociedad desde la de promoción, tanto a nivel individual como colectivo. Teniendo en cuenta lo anterior, debemos entender que la economía social, se fundamente en un conjunto de valores amparados por la acción social de su trabajo y la propia racionalidad de los agentes, es decir, sus acciones no están motivadas por el ánimo de lucro, sino para satisfacer necesidades sociales que el mercado no cubre. Como dice Pérez (1999, pp. 175-176), «existen muchas actividades que no tienen una respuesta del mercado porque no pueden ser monetariamente cuantificadas o económicamente no son rentables, y entonces no son un atractivo para las empresas con ánimo de lucro».

				2.2.2. Funciones de la economía social 

				La economía social tiene una estrecha relación con el sector privado y el sector público. Si bien, es muy significativa e importante la relación con el sector público y en particular, con el conjunto de intervenciones económicas de los Poderes Públicos. Tiene especial relevancia en las tres funciones económicas clásicas del Estado (producción, redistribución y regulación), y como manifiesta Archambault (1986) la economía social, además, presenta una acción complementaria tanto por las áreas donde realiza sus acciones como por los colectivos a quien van dirigidas.

				Las funciones económicas de las entidades de Economía Social, fundamentalmente las dedicadas a fines sociales se manifiestan con mayor relevancia en épocas de crisis, cuando se observa que determinados problemas no son resueltos de forma satisfactoria ni por empresas capitalistas convencionales, ni por la actuación de los administradores del Estado. Son problemas de desempleo, de distribución de la renta, de vivienda, de sanidad, de calidad de servicios públicos, etc. (Roig, 2007, p. 42).

				2.2.2.1. Función productiva 

				La economía social participa ampliamente en la producción de servicios de utilidad colectiva, sobre todo con las asociaciones y con las mutualidades en el seno de los sectores sanitario, social, cultural, etc. Las entidades de Economía Social presentan, en relación al resto de sectores institucionales, público y capitalista, ventajas de eficiencia en la asignación y producción de importantes grupos de servicios directamente ligados a las necesidades colectiva de la sociedad. Son servicios que están experimentando una fuerte expansión en los últimos tiempos en muchos ámbitos de los servicios sociales y de atención. La utilización de una mano de obra menos rígida y más barata y la capacidad de movilizar trabajo voluntario que permita reducir los costos de producción de manera sustanciosa. Por último, al menos una parte de la economía social consigue producir de otra forma, en unidades de menor tamaño, instaurando relaciones personales entre productores y usuarios, implicando a los asalariados en el proyecto de organización, etc.

				2.2.2.2. Función redistributiva

				La economía social está también asociada a la función redistribuidora del Estado. De nuevo, esto concierne principalmente a las mutualidades y a las asociaciones llamadas humanitarias, caritativas o beneficencia. Pero todas estas asociaciones de prestación de servicio acometen la redistribución porque están dando un servicio de manera gratuita, o bien a un precio inferior al coste de producción, también llevan a efecto esta redistribución en aquellos casos en que el precio se fija en función de la renta del asistido. Los valores de solidaridad y justicia social subyacen tras las acciones redistributivas de estas entidades.

				Esta redistribución puede poseer un carácter vertical, cuando se efectúa a través de entidades filantrópicas, o concebirse desde una perspectiva horizontal, y en general, realizada en el seno de entidades mutualistas (Sajardo, 2007).

				2.2.2.3. Función regulativa

				La función regulativa es el papel complementario de las organizaciones de economía social aparece sobre todo desde la crisis económica. Esta se manifiesta especialmente a la hora de aplicar políticas de empleo: la renovación de cooperativas de trabajadores, el desarrollo de cooperativas de solidaridad social (en Italia) y de las empresas llamadas intermediarias (en Francia) o de aprendizaje profesional (en Bélgica), como la reinserción al trabajo de parados por las asociaciones en el marco de diversos programas públicos, expresan bien la participación de la economía social en la defensa del empleo, la creación de nuevos puestos de trabajo y la readaptación de jóvenes necesitados o de desempleados estructurales. Las estructuras de apoyo al servicio de la economía social son un elemento de corrección de desequilibrios del mercado de trabajo: corrige tres principales desequilibrios del mercado de trabajo: el paro, la inestabilidad del empleo y la inempleabilidad y exclusión sociolaboral de parados. Popularmente, han sido las empresas de trabajo asociado (cooperativas de trabajo asociado y sociedades laborales) las que han desempeñado un papel más activo en este ámbito, mostrando un carácter anticíclico. 

				2.3. Ámbito y entidades de la economía social

				El Libro Blanco de la Economía Social en España (Barea y Monzón, 1992), Las Cuentas Satélite de la Economía Social en España (Barea y Monzón, 1995) y el informe sobre La Economía Social en España en el año 2000 (Barea y Monzón, 2002), abrió una nueva etapa de la economía social en España. Puso de relieve una serie de aspectos que permanecían fuera de la visibilidad de la ciudadanía, la importancia social y económica, sus aplicaciones, dimensiones y su repercusión de la economía social en la sociedad. A esto le han seguido múltiples artículos científicos, informes, etc., que han tenido y siguen teniendo una gran relevancia en la esfera social y económica española.

				2.3.1. Ámbito de la economía social 

				Existen tres sectores socioeconómicos, el formado por el sector público, el empresarial capitalista y la economía social. El sector de la economía social agrupa a todas aquellas instituciones que, a diferencia de los sectores público y empresarial capitalista, buscan compaginar la libertad económica del mercado con la justicia social como instrumento de solución de los problemas sociales colectivos (empleo, calidad de vida, vivienda, consumo, ahorro, educación, sanidad...) que se originan, por distintos motivos, en los sistemas capitalista de mercado y de socialismo de Estado.

				Según Barea y Monzón (1994, pp. 13-14), la agrupación institucional de los agentes económicos es conformada según dos criterios fundamentales: su función principal, que es considerada representativa de su comportamiento económico, y su principal fuente de recursos.

				1.º El sector de las Administraciones Públicas, cuya función principal es desarrollar actividades redistributivas producir servicios en su mayoría de naturaleza colectiva que no se venden en el mercado y para los que, en consecuencia, no existe un precio estipulado que actúe como pago. En consecuencia, han de financiarse por la vía impositiva. 

				2.º El sector familias, cuyo quehacer básico es consumir. Este es financiando a través de las remuneraciones producidas por las rentas del capital o del trabajo.

				3.º El sector de instituciones privadas sin fines de lucro, que producen servicios no destinados a la venta a favor de las familias. Dichos servicios se suministran según criterios sociales y se financian por las cuotas de asociación a dichas instituciones. 

				4.º En el cual se enmarca una pluralidad de agentes cuya acción dominante es producir bienes y servicios, financiar o asegurar, y que se financia según la demanda en el mercado permitiendo estipular un precio.

				2.3.2. Entidades de la economía social 

				De una manera generalista, dentro de la economía social encontramos un elenco de entidades de economía social, que tienen gran notoriedad en nuestra sociedad. Monzón (2008) establece una clasificación dependiendo del sector institucional, tipo de productor y actividad principal. Siguiendo esta tipificación, de acuerdo con su especial relevancia por dimensión y actividad, encontramos el área altruista o no lucrativo, compuesto por Asociaciones y Fundaciones, y el subsector cooperativo mutualista, que integra, junto a las Cooperativas y Mutualidades, a las Sociedades Laborales. 

				Además de éstas, existen otras entidades de Economía Social que por su envergadura y su específica configuración jurídica son consideradas como grupo especial de entidades singulares de la Economía Social. Estas entidades singulares son la denominación genérica que aparece por primera vez, en un trabajo de Rodríguez Cabrero (1996) se lo asigna a un grupo de las grandes ONLAS y comprende a la ONCE, Cruz Roja, Cáritas y las obras sociales de las Cajas de ahorros. Posteriormente otros autores dejan dentro de estas entidades singulares a la ONCE, Cruz Roja y Cáritas, porque su principal objetivo está encaminado a los servicios sociales y la atención de colectivos desfavorecidos:

				a)La ONCE (Organización Nacional de Ciegos de España), que es una Corporación de Derecho Público, cuyos principios de funcionamiento están inspirados en los de la Economía Social.

				b)La Cruz Roja Española, muy ligada a las Administraciones Públicas aunque con estructuras democráticas en sus órganos de gobierno.

				c)Cáritas Española, que es una organización dependiente de la Conferencia Episcopal Española, con actividades orientadas a las personas excluidas y otras actividades sociales. Pero por su actividad a Cáritas se la considera un productor no de mercado de la Economía Social.

				TABLA N.º 1

				Las entidades de la Economía Social en España

				
					
						
								
								Sector institucional

							
								
								Unidades institucionales de la Economía Social

							
								
								Tipo de productor

							
								
								Actividad y función principal

							
						

					
					
						
								
								Sociedades no financieras.

							
								
								– Cooperativas.

								– Sociedades Laborales.

								– Grupos empresariales de economía social.

								– Empresas sociales (de inserción y centros especiales de empleo).

								– Otros agentes empresariales de economía social.

								– Instituciones sin fines de lucro al servicio de empresas de la economía social.

								– Sociedades Agrarias de Transformación.

								– Cofradías de pescadores.

							
								
								Productores de mercado privados.

								

							
								
								Producción de bienes y servicios no financieros de mercado.

							
						

						
								
								Instituciones financieras.

							
								
								– Cooperativas de crédito.

								– Mutuas.

								– Cooperativas de seguros.

								– Grupos empresariales de la economía social.

								– Otros agentes financieros de la economía social.

								– Instituciones sin fines de lucro al servicio de entidades financieras de la economía social.

							
								
								Productores de mercado privados.

							
								
								Intermediación financiera, incluido el seguro; actividades auxiliares de la intermediación financiera.

							
						

						
								
								Administraciones públicas.

							
								
								

							
								
								Otro productor no de mercado público.

							
								
								Producción y suministro de otros bienes y servicios no de mercado para consumo individual y colectivo y realización de operaciones de redistribución de la renta y la riqueza nacional.

							
						

						
								
								Hogares:

								– como consumidores;

								– como empresarios.

							
								
								

							
								
								Productor de mercado o productor para uso final propio privado.

							
								
								Consumo.

								Producción de bienes y servicios de mercado y producción de bienes y servicios para uso final propio.

							
						

						
								
								Instituciones sin fines de lucro al servicio de los hogares

								(ISFLSH)

							
								
								– Asociaciones de acción social.

								– Fundaciones de acción social.

								– Otras asociaciones, fundaciones e instituciones.

							
								
								Otro productor no de mercado público.

							
								
								Producción y suministro de otros bienes y servicios no de mercado para consumo individual.

							
						

					
				

				FUENTE: Monzón (2008, pp. 61-62).

				2.3.2.1. Entes no lucrativos: asociaciones y fundaciones

				Una asociación es una persona jurídica que se crea a partir de la voluntad de un grupo de personas (tres o más) que se unen de manera voluntaria y libre para lograr, sin ánimo de lucro, una finalidad de interés general o particular de los asociados poniendo a tal fin en común sus conocimientos, actividades o recursos económicos. De todo ello se tratará en la Parte jurídica de este Manual.
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